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Sumilla:  “(…) de los referidos fundamentos se 
desprende que, en atención al 
procedimiento de fiscalización 
posterior realizado por la Entidad, 
mediante Carta N° 001-2019-GG/LA 
FRONTERA SAC del 10 de enero de 
2019, la empresa La Frontera S.A.C., a 
través de su gerente general, señora 
Genoveva Jéssica Marquina Villanueva, 
informó que la firma que aparece en 
todos los certificados no provienen de 
su puño y letra; por lo que, en atención 
a dicha manifestación, se acreditó que 
los referidos documentos son falsos.”                           

 
Lima, 19 de septiembre de 2022            

 
VISTO en sesión del 19 de septiembre de 2022 de la Cuarta Sala del Tribunal de 

Contrataciones del Estado el Expediente N° 425/2019.TCE., sobre recursos de 
reconsideración interpuestos por las empresas GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., y 
GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., integrantes del CONSORCIO 
GEN SAC – VICMEL SAC contra la Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 
2022; y, atendiendo a lo siguiente: 
 
I. ANTECEDENTES: 
 
1. El 19 de agosto de 2022, la Cuarta Sala del Tribunal de Contrataciones del Estado, 

en adelante el Tribunal, en el trámite del Expediente N° 425/2019.TCE, emitió la 
Resolución N° 2606-2022-TCE-S4, sobre el procedimiento administrativo 
sancionador seguido contra las empresas GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., y 
GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., integrantes del 
CONSORCIO GEN SAC – VICMEL SAC, en adelante el Consorcio, por su presunta 
responsabilidad al haber presentado, como parte de su oferta, supuesta 
documentación falsa o adulterada y/o información inexacta al GOBIERNO 
REGIONAL DE LA LIBERTAD – DIRECCIÓN REGIONAL DE SALUD LA LIBERTAD, en 
adelante la Entidad, en el marco del Concurso Público N° 01-2018-GERESA/LL - 
Primera Convocatoria, para la “Contratación del servicio de seguridad y vigilancia 
de todos los anexos de la GERESA/LL – PERIODO 2019”, en adelante el 
procedimiento de selección. 
 
En dicha resolución se determinó la responsabilidad de las empresas GRUPO 
ELITES DEL NORTE S.A.C., y GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. 
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al haber incurrido en la infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 del 
artículo 50 de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada por la Ley N° 30225, 
modificada con el Decreto Legislativo N° 1341, en adelante la Ley.   
 
Al respecto, en la citada resolución se dispuso imponer sanción de inhabilitación 
temporal1 a la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. por el periodo de treinta 
y siete (37) meses, y a la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL 
S.A.C. por el periodo de treinta y ocho (38) meses por la presentación de 
documentación falsa la Entidad, consistente en los siguientes documentos:   
 

i. Certificado de trabajo del 4 de septiembre de 20172, supuestamente 
emitido y suscrito por la señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva en 
su condición de Gerente General de la empresa La Frontera S.A.C., a favor 
del señor Jairo Rubén Sánchez Rodríguez, por haberse desempeñado como 
Agente de Seguridad en la referida empresa por el periodo del 13 de 
diciembre de 2016 al 22 de junio de 2017. 
 

ii. Certificado de trabajo del 4 de septiembre de 20173, supuestamente 
emitido y suscrito por la señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva en 
su condición de Gerente General de la empresa La Frontera S.A.C., a favor 
del señor Coronel Valenzuela Norgen Dino, por haberse desempeñado 
como Agente de Seguridad en la referida empresa por el periodo del 13 de 
diciembre de 2016 al 22 de junio de 2017. 

 
iii. Certificado de trabajo del 4 de septiembre de 20174, supuestamente 

emitido y suscrito por la señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva en 
su condición de Gerente General de la empresa La Frontera S.A.C., a favor 
del señor Vilca Reyes Domingo, por haberse desempeñado como Agente 
de Seguridad en la referida empresa por el periodo del 13 de diciembre de 
2016 al 22 de junio de 2017. 

 
iv. Certificado de trabajo del 22 de junio de 20175, supuestamente emitido y 

suscrito por la señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva en su 
condición de Gerente General de la empresa La Frontera S.A.C., a favor del 
señor Huamán Pérez Frank Alexander, por haberse desempeñado como 

 
1   Según el literal b) del numeral 50.2 del artículo 50 de la Ley N° 30225 – Ley de Contrataciones del Estado, modificada por 

el Decreto Legislativo N° 1341, la inhabilitación temporal consiste en la privación, por un período determinado del ejercicio 
del derecho a participar en procedimientos de selección, procedimientos para implementar o mantener Catálogos 
Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado. 

2  Véase a folio 284 del expediente administrativo en formato PDF. 
3  Véase a folio 292 del expediente administrativo en formato PDF. 
4  Véase a folio 310 del expediente administrativo en formato PDF. 
5  Véase a folio 319 del expediente administrativo en formato PDF. 
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Agente de Seguridad en la referida empresa por el periodo del 13 de 
diciembre de 2016 al 22 de junio de 2017. 

 
2. Los principales fundamentos de dicho pronunciamiento fueron los siguientes: 

“(…) 
 
Respecto a la supuesta falsedad o adulteración de los documentos reseñados en los numerales 
i) al iv) del fundamento 9: 
 
13. Ahora bien, en el marco del procedimiento de fiscalización posterior, la Entidad, mediante 

Carta N° 08-2018-GR-LL-GGR/GRSS-OA-UTF ABAST6 del 28 de diciembre de 2018, solicitó 
información a la empresa Seguridad La Frontera S.A.C. respecto a la firma de los documentos 
cuestionados (certificados de trabajos) presentados por el Consorcio, como parte de su 
oferta, en el marco del procedimiento de selección. 

 
14.  Al respecto, mediante Carta N° 001-2019-GG/LA FRONTERA SAC7 del 10 de enero de 2019, 

la señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva, Gerente General de la empresa La 
Frontera S.A.C., informó lo siguiente: 

 
“(…) de la revisión de dichos documentos remitidos, preciso que la FIRMA QUE APARECE 
EN TODOS LOS DOCUMENTOS NO PROVIENEN DE MI PUÑO Y LETRA, la cual se puede 
ver a simple vista (…).” (sic.) [el resaltado y subrayado es agregado]. 

 
15. Sobre el particular, debe recordarse que, conforme a reiterados y uniformes 

pronunciamientos emitidos por este Tribunal, para acreditar la falsedad o adulteración de 
un documento, constituye mérito suficiente la manifestación del supuesto órgano o agente 
emisor del documento en cuestión en el que declare no haberlo expedido, o haberlo 
expedido en condiciones distintas a las expresadas en los documentos objeto de análisis, o 
que la firma consignada en los documentos analizados no correspondan al supuesto 
suscriptor. 

 
16. En tal sentido, conforme se desprende de lo anterior, el supuesto suscriptor y emisor de los 

documentos cuestionados [señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva, Gerente General 
de la empresa La Frontera S.A.C.], ha informado mediante Carta N° 001-2019-GG/LA 
FRONTERA SAC8 del 10 de enero de 2019, que la firma de dichos documentos no proviene 
de su puño y letra. 

 
17. Por lo expuesto, a juicio de este Colegiado se ha logrado acreditar el segundo elemento 

configurativo de infracción; esto es, que los documentos cuestionados se constituyen en 
falsos. En tal sentido, se concluye que los integrantes del Consorcio han incurrido en la 
infracción prevista en el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley. 

 
18. Llegado a este punto, corresponde traer a colación lo manifestado por la empresa GRUPO 

CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., integrante del Consorcio, en sus descargos. 

 
6  Véase a folio 10 del expediente administrativo en formato PDF. 
7  Véase a folio 11 del expediente administrativo en formato PDF. 
8  Véase a folio 11 del expediente administrativo en formato PDF. 
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Al respecto, dicho consorciado señala que, de la revisión de la denuncia en su contra, se 
advierte que la prueba utilizada para calificar de falsos los documentos cuestionados, es la 
copia de un documento aportado por una tercera empresa, que resulta ser conveniente para 
aquella empresa por ser su competencia directa.  

 
Asimismo, señala que, la persona que suscribió los documentos cuestionados no ha señalado 
expresamente, ante el Tribunal o ante la Entidad, que los documentos no hayan sido 
emitidos o suscritos por ésta. 

 
19. En atención a ello, corresponde señalar, que a fin de configurar la infracción relacionada a 

presentar documentación falsa o adulterada a la Entidad, constituye mérito suficiente la 
manifestación del supuesto órgano o agente emisor del documento en cuestión en el que 
declare no haberlo expedido, o haberlo expedido en condiciones distintas a las expresadas 
en los documentos objeto de análisis, o que la firma consignada en los documentos 
analizados no correspondan al supuesto suscriptor. 

 
Por tal motivo, al contar con la manifestación expresa de la Gerente General de la empresa 
La Frontera S.A.C., contenida en la Carta N° 001-2019-GG/LA FRONTERA SAC9, en donde 
refiere que, las firmas contenidas en los certificados de trabajo cuestionados no son de su 
puño y letra; siendo estos falsos, se ha podido acreditar el supuesto de hecho de la infracción 
referida a presentar documentación falsa a la Entidad. 
 
Por otro lado, de la revisión de los documentos obrantes en el expediente, se debe tener en 
cuenta que, la empresa La Frontera S.A.C., en dos oportunidades ha manifestado tanto a la 
Entidad como a la empresa Proxus Security S.A.C., que las firmas contenidas en los 
certificados de trabajo cuestionados son falsas; por lo que, basta con la manifestación 
expresa de dicha empresa para que se configure la infracción imputada al Consorcio, en este 
extremo.  

 
En ese sentido, carece de asidero lo manifestado por la empresa GRUPO CORPORATIVO 
VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. en sus descargos.  

 
20. Por otro lado, dicho consorciado, como parte de sus descargos, manifiesta que, al amparo 

del principio de presunción de licitud aplicable a la potestad sancionadora del Estado, se 
debe presumir que su actuar ha sido apegado a sus deberes, caso contrario, se deberá 
probar más allá de la duda razonable la existencia de la infracción y la culpabilidad del 
mismo. 

 
Finalmente, refiere que, al momento de resolver el Tribunal deberá respetar y aplicar los 
principios del procedimiento administrativo general y los derechos constitucionales los que 
le son inherentes, y en específico, los referidos a presunción de inocencia y la existencia de 
duda razonable en el procedimiento administrativo sancionador, como para no imponer 
sanción alguna a una empresa. 

 
21. Al respecto, es importante recordar que para establecer la responsabilidad de un 

administrado, se debe contar con todas las pruebas suficientes para determinar de forma 
indubitable la comisión de la infracción y la responsabilidad en el supuesto de hecho, que 

 
9  Véase a folio 11 del expediente administrativo en formato PDF. 
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produzca convicción suficiente, y se logre desvirtuar la presunción de veracidad que lo 
protege. 

 
Asimismo, es preciso mencionar que en virtud del principio de presunción de veracidad, 
establecido en el numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, en la 
tramitación de un procedimiento administrativo se presume que los documentos y 
declaraciones formulados en la forma prescrita por la ley, responden a la verdad de los 
hechos que ellos afirman, admitiendo también dicha presunción prueba en contrario. 

 
Aunado a ello, a fin de verificar la configuración de la infracción bajo análisis en este 
extremo, corresponde a la autoridad administrativa probar los hechos que se atribuyen al 
administrado, amparándose la actuación de este último en el principio de licitud, recogido 
en el numeral 9 del artículo 248 del TUO de la LPAG, según el cual se presume que los 
administrados han actuado apegados a sus deberes hasta que no se demuestre lo contrario, 
lo que significa que la administración si “en el curso del procedimiento administrativo no se 
llega a formar la convicción de la ilicitud del acto y de la culpabilidad del administrado, se 
impone el mandato de absolución implícito que esta presunción conlleva (in dubio pro reo). 
En todos los casos de inexistencia de prueba necesaria para destruir la presunción de 
inocencia, incluyendo la duda razonable, obliga a la absolución del administrado”10. 

 
Atendiendo a los fundamentos expuestos y a la documentación obrante en el expediente, ha 
quedado demostrada la falsedad de las firmas de los certificados de trabajo cuestionados, 
pues se está tomando en consideración la manifestación del presunto suscriptor de dichos 
documentos [señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva, Gerente General de la empresa 
La Frontera S.A.C.]; asimismo, el consorciado no ha aportado medio de prueba objetivo que 
desvirtúe dicha manifestación; por lo que, en el presente caso, sí se ha podido desvirtuar el 
principio de presunción de licitud del que se encontraban premunidos éstos. 
 
En ese sentido, carece de asidero lo manifestado por el consorciado en sus descargos.  

 
(…) 
Respecto a la individualización de la responsabilidad de los integrantes del Consorcio. 
 
34. Sobre el particular, conforme se ha mencionado, es necesario tener presente que el artículo 

13 de la Ley, concordado con el artículo 220 del Reglamento, dispone que las infracciones 
cometidas por un consorcio durante el procedimiento de selección y la ejecución del 
contrato, se imputan a todos los integrantes del mismo, aplicándose a cada uno de ellos la 
sanción que le corresponda, salvo que, por la naturaleza de la infracción, la promesa formal 
o contrato de consorcio, o cualquier otro medio de prueba documental, de fecha y origen 
cierto, pueda individualizarse la responsabilidad. Asimismo, se precisa que la carga de la 
prueba de la individualización corresponde al presunto infractor. 

 
Bajo dicho tenor, se debe verificar si es posible individualizar la responsabilidad entre los 
integrantes del Consorcio, debiendo precisarse que, conforme a la normativa, corresponde 
a los administrados acreditar que, en efecto, es pertinente aplicar la individualización de la 
responsabilidad.  

 

 
10  Morón Urbina, Juan Carlos. Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo General. 2008. Sétima Edición. Gaceta 

Jurídica S.A.C, p.670. 
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35. Sobre el particular, en relación a la posibilidad de individualizar la responsabilidad en virtud 
del criterio “naturaleza de la infracción”, se debe tener en cuenta que, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 220 del Reglamento, la infracción por presentar documentos falsos 
ante la Entidad, no puede ser objeto de individualización empleando dicho criterio, pues tal 
posibilidad ha sido excluida por la referida norma. 

 
36. Ahora bien, obra en el expediente el Anexo N° 7 – Promesa de Consorcio, suscrito por los 

integrantes del Consorcio, en el cual se establecieron las siguientes obligaciones para cada 
consorciado: 

 
 
 
 

 
De la revisión de la promesa de consorcio precitada, no se aprecia que en ésta se haya 
consignado algún pacto específico y expreso que permita individualizar la responsabilidad 
por la infracción incurrida, referida al aporte de los documentos cuya falsedad ha quedado 
acreditada.  

 
Cabe señalar que, para la individualización de responsabilidades entre los integrantes del 
Consorcio, es necesario que la obligación o responsabilidad sea literal e indubitable, es decir, 
se deberá hacer mención expresa a que la obligación vinculada con la configuración del 
supuesto infractor, corresponde exclusivamente a uno o algunos de los integrantes del 
respectivo consorcio. 

 
 Así, es de precisar que la autoridad administrativa no puede suplir la falta de precisión de 

parte de los propios integrantes del consorcio, ni mucho menos presumir que una obligación, 
que no ha sido expresamente atribuida en exclusividad a alguno o algunos de sus 
integrantes, sólo sea responsabilidad de alguno de ellos. 

 
 Por ello, atendiendo a la literalidad de las obligaciones descritas en la “promesa de 

consorcio”, no se cuenta con suficientes elementos que conduzcan a determinar 
indubitablemente a la parte que aportó los documentos falsos. 

 
En consecuencia, de la evaluación efectuada, se verifica que no es posible la individualización 
de la responsabilidad de los integrantes del Consorcio, manteniéndose en consecuencia la 
responsabilidad solidaria asumida en el procedimiento de selección. 

 
37. Por su parte, debe tenerse en cuenta que, es posible individualizar la responsabilidad de los 

consorciados considerando documentos adicionales a la promesa formal de consorcio, tales 
como el “contrato de consorcio”; sin embargo, en el presente caso, la Entidad no adjudicó 
la buena pro del procedimiento de selección al Consorcio; por lo que, no es posible utilizar el 
presente criterio. 
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38. En cuanto a la posibilidad de individualizar la responsabilidad administrativa a partir de la 
información contenida en “cualquier otro medio de prueba documental de fecha y origen 
cierto”, no se advierte que alguno de los integrantes del Consorcio haya aportado prueba 
documental como la antes mencionada, y que sea, además, de fecha anterior a la de la 
comisión de la infracción, conforme a lo establecido en la norma de contratación pública. 

 
39. Por lo tanto, atendiendo a que, en el expediente administrativo no obra elemento probatorio 

alguno que permita realizar la individualización del infractor de conformidad con lo 
establecido en el artículo 220 del Reglamento, por la infracción de presentar documentación 
falsa a la Entidad, corresponde aplicar sanción administrativa a todos los integrantes del 
Consorcio por su comisión, previa evaluación de los criterios de graduación aplicables al 
caso. 

 
(…).” (sic.). 

 
3. La Resolución N° 2606-2022-TCE-S411, en adelante la Recurrida, fue notificada el 

19 de agosto de 2022 a través del Toma Razón Electrónico del OSCE, conforme a 
lo establecido en la Directiva N° 008-2012/OSCE/CD. 
 

4. Mediante Escrito S/N12, presentado el 25 de agosto de 2022, a través de la Mesa 
de Partes Digital del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado – 
OSCE, la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., 
integrante del Consorcio, interpuso recurso de reconsideración contra lo 
dispuesto en la Recurrida, en donde señaló lo siguiente: 

 
• Solicita la individualización de responsabilidades sosteniendo que no aportó 

los documentos cuestionados en el marco del procedimiento de selección 
convocado por la Entidad. 
 

• Refiere que, antes de la presentación de ofertas en el procedimiento de 
selección, suscribió con la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., un 
contrato de consorció con fecha cierta del 19 de diciembre de 2018, en donde 
se detallan las obligaciones de cada consorciado. 

 
• Agrega que, de la lectura del contrato de consorcio, cada consorciado era 

responsable de la documentación aportada a la oferta a nombre propio, por lo 
que sí correspondería la individualización de responsabilidades. 

 
• Solicito el uso de la palabra. 

 
5. Por Decreto del 25 de agosto de 202213, se dispuso la remisión del expediente a la 

 
11  Véase a folios 541 al 571 del expediente administrativo en formato PDF. 
12  Véase a folios 493 al 499 del expediente administrativo en formato PDF. 
13  Véase a folios 511 al 512 del expediente administrativo en formato PDF. 
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Cuarta Sala del Tribunal, para que emita el pronunciamiento respectivo; asimismo, 
se programó audiencia pública para el 5 de septiembre de 2022, precisándose que 
ésta se realizaría de manera virtual, a través de la plataforma de Google Meet. 
 

6. A través del Escrito S/N14, presentado el 26 de agosto de 2022, a través de la Mesa 
de Partes Digital del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado – 
OSCE, la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., integrante del Consorcio, 
presentó su recurso de reconsideración, solicitando que el Tribunal revoque la 
sanción interpuesta. 
 

7. A través del Escrito S/N15, presentado el 1 de septiembre de 2022, a través de la 
Mesa de Partes Digital del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 
– OSCE, la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., subsanó su recurso de 
reconsideración y argumentó lo siguiente: 
 
• Señala que, rechaza la imputación de cargos materia de análisis del 

procedimiento administrativo sancionador, puesto que la denuncia 
presentada por la empresa Proxus, se trataría de una falsa declaración, ya que 
se llegó a un acuerdo económico con la empresa Frontera S.A.C., para 
afectarla. 
 

• Refiere que, la empresa Frontera S.A.C., ha precisado que los trabajadores 
cuyos certificados se vieron cuestionados en el procedimiento administrativo 
sancionador, sí han laborado en ésta. 

 
• Al respecto, refiere que en el año 2019 se aperturó ante la Primera Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Trujillo, una investigación ante la supuesta 
comisión de los delitos de falsificación de documentos sobre la base de lo 
señalado por la empresa Frontera S.A.C. en su denuncia, la misma que 
concluyó en no ha lugar a la formalización de investigación preparatoria  en su 
contra, ya que la referida empresa no acudió para ejecutar una pericia 
grafotécnica a los documentos cuestionados. 

 
• En atención a ello, solicita que la empresa Frontera S.A.C. se pronuncie sobre 

los hechos cuestionados derivados del procedimiento administrativo 
sancionador, y se realice una pericia grafotécnica a los documentos 
cuestionados. 

 

 
14  Véase a folio 515 del expediente administrativo en formato PDF. 
15  Véase a folios 519 al 529 del expediente administrativo en formato PDF. 
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• Finalmente, señala que, en el presente caso existen indicios suficientes para la 
aplicación del principio de presunción de licitud, y considerar duda razonable 
a los hechos descritos en el procedimiento administrativo sancionador. 

 
• Solicita el uso de la palabra. 
 

8. Con Decreto del 1 de septiembre de 202216, se tuvo por presentado el recurso de 
reconsideración interpuesto por la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C.; 
asimismo, se le comunicó que la audiencia pública se realizaría el 5 del mismo mes 
y año. 
 

9. Mediante Decreto del 1 de septiembre de 202217, a fin de contar con mayores 
elementos para resolver el recurso de reconsideración, se requirió  a la Entidad lo 
siguiente: 
 

“(…) 
AL GOBIERNO REGIONAL DE LA LIBERTAD – DIRECCIÓN REGIONAL DE SALUD LA 
LIBERTAD: 
  
i. Precise a este Tribunal, de manera clara y expresa, si el CONSORCIO GEN SAC – 

VICMEL SAC, integrado por las empresas GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. 
– VICMEL S.A.C. y GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., presentó en el marco del 
Concurso Público N° 01-2018-GERESA/LL – Primera Convocatoria, un contrato 
de consorcio suscrito por los representantes legales de dichas empresas, el cual 
debe estar debidamente legalizado por notario público. 

 
ii. En caso de ser cierta dicha información, deberá adjuntar una copia del referido 

contrato de consorcio. 
 

Comuníquese al Órgano de Control Institucional de la Entidad, para que coadyuve 
en la atención oportuna del presente requerimiento. 
 
La información requerida deberá ser remitida en el plazo de tres (3) días hábiles 
(…). 
 
(…).”. 
 

Cabe precisar que, a la fecha de emisión de la presente resolución, la Entidad no 
ha cumplido con remitir la información requerida en el referido Decreto. 

 
10. Mediante Escrito N° 218, presentado el 5 de septiembre de 2022, a través de la 

Mesa de Partes Digital del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 
 

16  Véase a folio 535 del expediente administrativo en formato PDF. 
17  Véase a folios 536 al 537 del expediente administrativo en formato PDF. 
18  Véase a folio 539 del expediente administrativo en formato PDF. 
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– OSCE, la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C., acreditó a su abogado 
defensor para que participe en la audiencia pública programada para el 05 de 
septiembre de 2022. 
 

11. Según consta en Acta, el 5 de septiembre de 202219 se llevó a cabo la audiencia 
pública con la participación de la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. 
 

II. FUNDAMENTACIÓN: 
 
1. El presente procedimiento está referido al recurso de reconsideración interpuesto 

contra la Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 2022, mediante la 
cual se sancionó a las empresas GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., y GRUPO 
CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C.,  en adelante los Impugnantes por 
un periodo treinta y siete (37) meses y treinta y ocho (38) meses de inhabilitación 
temporal, respectivamente, en sus derechos de participar en procedimientos de 
selección y contratar con el Estado, por su responsabilidad al haber presentado 
documentación falsa, en el marco del Concurso Público N° 01-2018-GERESA/LL - 
Primera Convocatoria, para la “Contratación del servicio de seguridad y vigilancia 
de todos los anexos de la GERESA/LL – PERIODO 2019”, convocado por la Entidad; 
infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley.  
 
Análisis sobre la procedencia del recurso de reconsideración: 
 

2. Al respecto, el recurso de reconsideración en los procedimientos administrativos 
sancionadores a cargo de este Tribunal se encuentra regulado en el artículo 269 
del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado mediante el 
Decreto Supremo N° 344-2018-EF, modificado por los Decretos Supremos Nos 377-
2019-EF, 168-2020-EF, 250-2020-EF y 162-2021-EF. A tenor de lo dispuesto en el 
citado artículo, dicho recurso debe ser interpuesto dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes de notificada la resolución que impone la sanción y resuelto 
dentro del plazo de quince (15) días hábiles improrrogables a partir de su 
presentación sin observaciones o de la subsanación respectiva. 
 

3. En relación a la norma antes glosada, corresponde a este Colegiado determinar si 
el recurso materia de análisis fue interpuesto oportunamente, es decir, dentro del 
plazo otorgado expresamente por la normativa para dicho fin. 

 
4. Así, de la revisión realizada a la documentación obrante en autos y en el sistema 

del Tribunal, se aprecia que la Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto 
de 2022, fue notificada a los Impugnantes en la misma fecha de su emisión, a 

 
19  Véase a folio 540 del expediente administrativo en formato PDF. 
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través del Toma Razón Electrónico del OSCE; por lo que, estos podían interponer 
válidamente su recurso de reconsideración dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes; es decir, hasta el 26 de agosto de 2022.   

 
5. En ese sentido, teniendo en cuenta que los Impugnantes interpusieron sus 

recursos de reconsideración el 25 y 26 de agosto de 2022, respectivamente, dichos 
recursos resultan procedentes; por lo que, corresponde evaluar si los argumentos 
planteados y medios probatorios presentados constituyen sustento suficiente 
para revertir lo resuelto. 

 
Sobre los argumentos del recurso de reconsideración. 

 
6. En principio, cabe indicar que los recursos administrativos son mecanismos de 

revisión de actos administrativos20. En el caso específico del recurso de 
reconsideración, lo que el administrado requiere es la revisión de la decisión ya 
adoptada, por parte de la misma autoridad que emitió el acto que impugna. Para 
tal efecto, el administrado somete a consideración de esa autoridad los nuevos 
elementos que considera atendibles y suficientes para revertir el sentido de la 
decisión adoptada. 
 
En ese sentido, el recurso de reconsideración tiene por objeto que se revoque, 
reforme o sustituya un acto administrativo, con tal fin los administrados deben 
refutar los argumentos que motivaron la expedición o emisión de dicho acto, 
ofreciendo elementos de convicción que respalden sus alegaciones a efectos que 
el órgano emisor pueda reexaminar el acto recurrido.  

 
Debe destacarse que todo acto administrativo goza, en principio, de la presunción 
de validez. En ese contexto, el objeto de un recurso de reconsideración no es que 
vuelva a reeditarse el procedimiento administrativo que llevó a la emisión de la 
resolución recurrida, pues ello implicaría que el trámite de dicho recurso merezca 
otros plazos y etapas. 
 
Recordemos que “si la administración adopta una decisión lo lógico es que la 
mantenga, a no ser que excepcionalmente se aporten nuevos elementos, a la vista 
de los cuales se resuelva rectificar lo decidido (…)21”. En efecto, ya sea que el 
órgano emisor del acto recurrido no haya valorado algún elemento con el cual no 
se contaba al momento de la expedición de dicho acto o que haya existido un error 
en la valoración fáctica y jurídica al momento de emitir el mismo, lo cierto es que 

 
20  GUZMAN NAPURI, Christian. MANUAL DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL. Pacífico Editores, Lima, 2013. Pág. 

605. 
21  GORDILLO, Agustín. TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO Y OBRAS SELECTAS. 11ª edición. Buenos Aires, 2016. Tomo 

4. Pág. 443. 
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en ambos casos, los argumentos planteados por el recurrente estarán orientados 
exclusivamente a cuestionar el acto administrativo previamente emitido, en base 
al cual se efectuará el examen, lo que supone algo más que una reiteración de los 
mismos argumentos que esencialmente fueron expuestos y evaluados durante el 
trámite que dio origen a la recurrida. 
 
Sobre los argumentos del recurso de reconsideración de la empresa GRUPO 
CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. 
 

7. Al respecto, corresponde traer a colación los argumentos de la empresa GRUPO 
CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., en donde solicita la 
individualización de responsabilidades sosteniendo que no aportó los documentos 
cuestionados en el marco del procedimiento de selección convocado por la 
Entidad 
 
En atención a ello, precisa que, antes de la presentación de ofertas en el 
procedimiento de selección, suscribió con la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE 
S.A.C., un contrato de consorcio con fecha cierta del 19 de diciembre de 2018, en 
donde se detalla que cada consorciado era responsable de la documentación 
aportada a la oferta a nombre propio, por lo que sí correspondería la 
individualización de responsabilidades. 
 

8. Sobre lo argumentado por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – 
VICMEL S.A.C., resulta pertinente señalar lo descrito en los fundamentos 34 al 39 
de la Recurrida, pues en estos apartados se desarrolló el extremo referido a la 
individualización de responsabilidades; en donde se indicó lo siguiente: 
 

“(…) 
Respecto a la individualización de la responsabilidad de los integrantes del Consorcio. 

 
34. Sobre el particular, conforme se ha mencionado, es necesario tener presente que el 

artículo 13 de la Ley, concordado con el artículo 220 del Reglamento, dispone que las 
infracciones cometidas por un consorcio durante el procedimiento de selección y la 
ejecución del contrato, se imputan a todos los integrantes del mismo, aplicándose a cada 
uno de ellos la sanción que le corresponda, salvo que, por la naturaleza de la infracción, 
la promesa formal o contrato de consorcio, o cualquier otro medio de prueba 
documental, de fecha y origen cierto, pueda individualizarse la responsabilidad. 
Asimismo, se precisa que la carga de la prueba de la individualización corresponde al 
presunto infractor. 

 
Bajo dicho tenor, se debe verificar si es posible individualizar la responsabilidad entre los 
integrantes del Consorcio, debiendo precisarse que, conforme a la normativa, 
corresponde a los administrados acreditar que, en efecto, es pertinente aplicar la 
individualización de la responsabilidad.  



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 13 de 46 
 
 

 
35. Sobre el particular, en relación a la posibilidad de individualizar la responsabilidad en 

virtud del criterio “naturaleza de la infracción”, se debe tener en cuenta que, de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 220 del Reglamento, la infracción por presentar 
documentos falsos ante la Entidad, no puede ser objeto de individualización empleando 
dicho criterio, pues tal posibilidad ha sido excluida por la referida norma. 

 
36. Ahora bien, obra en el expediente el Anexo N° 7 – Promesa de Consorcio, suscrito por los 

integrantes del Consorcio, en el cual se establecieron las siguientes obligaciones para 
cada consorciado: 

 
 
 

 
De la revisión de la promesa de consorcio precitada, no se aprecia que en ésta se haya 
consignado algún pacto específico y expreso que permita individualizar la 
responsabilidad por la infracción incurrida, referida al aporte de los documentos cuya 
falsedad ha quedado acreditada.  

 
Cabe señalar que, para la individualización de responsabilidades entre los integrantes del 
Consorcio, es necesario que la obligación o responsabilidad sea literal e indubitable, es 
decir, se deberá hacer mención expresa a que la obligación vinculada con la 
configuración del supuesto infractor, corresponde exclusivamente a uno o algunos de los 
integrantes del respectivo consorcio. 
 

 Así, es de precisar que la autoridad administrativa no puede suplir la falta de precisión 
de parte de los propios integrantes del consorcio, ni mucho menos presumir que una 
obligación, que no ha sido expresamente atribuida en exclusividad a alguno o algunos de 
sus integrantes, sólo sea responsabilidad de alguno de ellos. 

 
 Por ello, atendiendo a la literalidad de las obligaciones descritas en la “promesa de 

consorcio”, no se cuenta con suficientes elementos que conduzcan a determinar 
indubitablemente a la parte que aportó los documentos falsos. 

 
En consecuencia, de la evaluación efectuada, se verifica que no es posible la 
individualización de la responsabilidad de los integrantes del Consorcio, manteniéndose 
en consecuencia la responsabilidad solidaria asumida en el procedimiento de selección. 

 
37. Por su parte, debe tenerse en cuenta que, es posible individualizar la responsabilidad de 

los consorciados considerando documentos adicionales a la promesa formal de 
consorcio, tales como el “contrato de consorcio”; sin embargo, en el presente caso, la 
Entidad no adjudicó la buena pro del procedimiento de selección al Consorcio; por lo que, 
no es posible utilizar el presente criterio. 
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38. En cuanto a la posibilidad de individualizar la responsabilidad administrativa a partir de 
la información contenida en “cualquier otro medio de prueba documental de fecha y 
origen cierto”, no se advierte que alguno de los integrantes del Consorcio haya aportado 
prueba documental como la antes mencionada, y que sea, además, de fecha anterior a 
la de la comisión de la infracción, conforme a lo establecido en la norma de contratación 
pública. 

 
39. Por lo tanto, atendiendo a que, en el expediente administrativo no obra elemento 

probatorio alguno que permita realizar la individualización del infractor de conformidad 
con lo establecido en el artículo 220 del Reglamento, por la infracción de presentar 
documentación falsa a la Entidad, corresponde aplicar sanción administrativa a todos los 
integrantes del Consorcio por su comisión, previa evaluación de los criterios de 
graduación aplicables al caso. 

 
(…).” (sic.). 

 
Como puede notarse, en la Recurrida se procedió a evaluar la individualización de 
responsabilidades entre los integrantes del Consorcio, para lo cual se analizó la 
promesa de consorcio presentada como parte de la oferta de dicho consorcio en 
el marco del procedimiento de selección. 

 
Al respecto, de la lectura de dicha promesa no se evidenció que existiera algún 
pacto específico o expreso que permitiera individualizar las responsabilidades de 
los Impugnantes respecto a la infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 
del artículo 50 de la Ley; por lo que, se concluyó que ambos Impugnantes eran 
responsables de la comisión de la referida infracción. 

 
Cabe señalar que, dentro de los documentos del expediente administrativo 
sancionador no obraba ningún contrato de consorcio, debido a que la Entidad no 
adjudicó la buena pro al referido consorcio; por lo que, no se procedió a analizar 
dicho criterio de individualización de la infracción. 
 

9. Ahora bien, como parte de los fundamentos del recurso de reconsideración 
presentado por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL 
S.A.C., ésta manifiesta que, antes de la fecha de presentación (20 de diciembre de 
2018) de la oferta del Consorcio en el procedimiento de selección, suscribió con la 
empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. un contrato de consorcio, el cual tiene 
como fecha cierta el 19 de diciembre de 2018, en donde se detallan las 
obligaciones de cada consorciado.  
 
Para mejor apreciación se reproduce el referido contrato de consorcio: 
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En atención al ello, es preciso indicar que, el medio probatorio presentado por la 
empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., no permite 
inferir que sea otro documento diferente a un Contrato de Consorcio, pues de la 
literalidad del mismo se puede evidenciar que dicho documento tiene tal calidad 
y denominación.  
 
Asimismo, es preciso agregar que, la calidad y denominación del referido 
documento también es evidenciado en los argumentos del Recurso de 
Reconsideración del referido impugnante, pues hace mención que el 19 de 
diciembre de 2018, antes de la fecha de presentación de ofertas del 
procedimiento de selección, suscribió el Contrato de Consorcio con el 
representante legal de la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., debido a que 
su representante legal saldría de viaje y no estaría presente para la suscripción del 
referido documento, en caso el Consorcio hubiera sido adjudicado con la buena 
pro del procedimiento de selección. 
 
Finalmente, es preciso indicar que no puede soslayarse la voluntad de los 
consorciados al denominar al referido documento “Contrato de Consorcio”; por 
lo que, en atención a ello, corresponde la aplicación de la normativa a este tipo de 
documentos. 
 

10. Ahora bien, previo al análisis del contrato de consorcio presentado como medio 
probatorio por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. 
en su recurso de reconsideración, es preciso indicar que este Colegiado, a fin de 
corroborar si dicho contrato de consorcio fue presentado a la Entidad, requirió a 
esta última, mediante Decreto del 1 de septiembre de 2022, lo siguiente: 
 

“(…) 
AL GOBIERNO REGIONAL DE LA LIBERTAD – DIRECCIÓN REGIONAL DE SALUD LA 
LIBERTAD: 
  
iii. Precise a este Tribunal, de manera clara y expresa, si el CONSORCIO GEN SAC – 

VICMEL SAC, integrado por las empresas GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. 
– VICMEL S.A.C. y GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., presentó en el marco del 
Concurso Público N° 01-2018-GERESA/LL – Primera Convocatoria, un contrato 
de consorcio suscrito por los representantes legales de dichas empresas, el cual 
debe estar debidamente legalizado por notario público. 

 
iv. En caso de ser cierta dicha información, deberá adjuntar una copia del referido 

contrato de consorcio. 
 

Comuníquese al Órgano de Control Institucional de la Entidad, para que coadyuve 
en la atención oportuna del presente requerimiento. 
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La información requerida deberá ser remitida en el plazo de tres (3) días hábiles 
(…). 
 
(…).”. 
 

Sin embargo, a la fecha de emisión de la presente resolución, la Entidad no ha 
cumplido con remitir la información requerida en el referido Decreto; por lo que, 
dicha situación será comunicada al Titular de la misma y a su Órgano de Control 
Institucional, para las acciones correspondientes. 
 

11. Ahora bien, del análisis del referido contrato de consorcio, se evidencia que tanto 
en la cláusula séptima como en la cláusula décimo quinta, se detallan las 
obligaciones de ambos Impugnantes; sin embargo, en la promesa formal de 
consorcio, la cual fue presentada como parte de la oferta del Consorcio en el 
marco del procedimiento de selección, solo se muestran las obligaciones 
detalladas en la cláusula séptima del contrato de consorcio. 
 
Para una mejor apreciación se reproduce lo siguiente: 
 

CONTRATO DE CONSORCIO DEL 19 DE DICIEMBRE DE 2018 

 
PROMESA FORMAL DE CONSORCIO DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2018 
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12. En atención a ello, corresponde traer a colación lo dispuesto en los literales b) y c)  
del numeral 220.2 del artículo 220 del Reglamento, en donde se detalla lo 
siguiente: 
 

“(…) 
  
220.2. A efectos de la individualización de la responsabilidad y de conformidad a lo 
establecido en el artículo 13 de la Ley, deberán considerarse los siguientes criterios: 
 
(…) 
 
b) Promesa formal de consorcio. 
  
Este criterio será de aplicación siempre que dicho documento sea veraz y su literalidad 
permita identificar indubitablemente al responsable de la comisión de la infracción. 
  
c) Contrato de consorcio. 
   
Este criterio será de aplicación siempre que dicho documento sea veraz, no modifique 
las obligaciones estipuladas en la promesa formal de consorcio y su literalidad 
permita identificar indubitablemente al responsable de la comisión de la infracción.  
 
(…).” (sic.) [el resaltado y subrayado es agregado] 

  

De igual manera, en los numerales 7.4.2. “Promesa de consorcio” y 7.7. “Contrato 
de Consorcio”, de la Directiva N° 005-2019-OSCE/CD “PARTICIPACIÓN DE 
PROVEEDORES EN CONSORCIO EN LAS CONTRATACIONES DEL ESTADO”, se señala 
lo siguiente: 
 

“(…) 
7.4.2. Promesa de Consorcio 
 
(…) 
  
 1. Contenido mínimo: 
  
 (…)  

d)  Las obligaciones que correspondan a cada uno de los integrantes del 
consorcio. En el caso de consultorías en general, consultorías de obras y 
ejecución de obras, todos los integrantes del consorcio deben 
comprometerse a ejecutar actividades directamente vinculadas al objeto de 
la contratación, debiendo cada integrante precisar dichas obligaciones. En 
el caso de la contratación de bienes y servicios, cada integrante debe 
precisar las obligaciones a las que se compromete en la ejecución del objeto 
de la contratación, estén o no vinculadas directamente a dicho objeto, 
pudiendo estar relacionadas a otros aspectos, como administrativos, 
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económicos, financieros, entre otros, debiendo aplicar en el caso de bienes, 
lo previsto en el acápite 4 del numeral 7.5.2. 

 
  2. Modificación del contenido 
   

La información contenida en los literales a), d) y e) del numeral precedente no 
puede ser modificada, con ocasión de la suscripción del contrato de consorcio, ni 
durante la etapa de ejecución contractual. (...). 

 
 (…) 

 7.7. Contrato de Consorcio 
 

Una vez registrado en el SEACE el consentimiento de la buena pro o de que ésta haya 
quedado administrativamente firme, a efectos de perfeccionar el contrato, el consorcio 
ganador de la buena pro debe perfeccionar la promesa de consorcio mediante la 
suscripción del contrato de consorcio, el cual debe cumplir los siguientes requisitos: 
 
1. Contener la información mínima indicada en el numeral 1) del acápite 7.4.2 de la 

presente Directiva, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 2) del mismo acápite. 
 

(…).” (sic.) [el resaltado y subrayado es agregado] 
 

Al respecto, de lo expuesto, es preciso indicar que las obligaciones de los 
consorciados detalladas en la promesa formal de consorcio, la cual se presenta 
como parte de la oferta en un procedimiento de selección, deben ser iguales a las 
obligaciones que se detallan en el contrato de consorcio. 
 
Sin embargo, en el presente caso, de la lectura del contrato de consorcio 
presentado por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL 
S.A.C., se evidencia que, se han agregado obligaciones adicionales a las ya 
indicadas en la promesa formal de consorcio, situación que está prohibida 
conforme a las disposiciones legales antes citadas; por lo que, dicho contrato de 
consorcio carece de validez probatoria. 
 
Aunado a ello, en el supuesto negado de admitirse, en esta instancia, como nueva 
prueba este contrato de consorcio, se estarían desconociendo aquellas 
obligaciones de la promesa de consorcio con las cuales fue elegido el Consorcio 
como ganador de la buena pro, lo cual este Colegiado no puede admitir, conforme 
a todo lo ya señalado precedentemente.  
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13. En ese sentido, carece de asidero lo argumentado por la empresa GRUPO 
CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. en su recurso impugnativo, y por 
lo tanto, no puede ser amparado. 
 
Sobre los argumentos del recurso de reconsideración de la empresa GRUPO 
ELITES DEL NORTE S.A.C. 
 

14. Al respecto, corresponde traer a colación los argumentos de la empresa GRUPO 
ELITES DEL NORTE S.A.C., en donde señala que, rechaza la imputación de cargos 
materia de análisis del procedimiento administrativo sancionador, puesto que la 
denuncia presentada por la empresa Proxus, se trataría de una falsa declaración 
ya que se llegó a un acuerdo económico con la empresa Frontera S.A.C., para 
afectarla. 
 

15. Al respecto, es preciso señalar que, en el presente caso, se están analizando los 
hechos materia de pronunciamiento en la Recurrida, a efectos de considerar si 
estos serán revocados o modificados; por lo que, no es materia del presente 
análisis los argumentos referidos al perjuicio causado por terceros en contra de la 
referida empresa; sin perjuicio de señalarse que la empresa GRUPO ELITES DEL 
NORTE S.A.C., no ha adjuntado medios probatorios que acrediten el aludido 
perjuicio que refiere (acuerdo económico de la empresa Proxus con la empresa 
Frontera S.A.C.), por lo que, sobre el particular, este Colegiado no puede emitir 
pronunciamiento alguno. 
 
En ese sentido, carece de asidero lo expuesto por la empresa GRUPO ELITES DEL 
NORTE S.A.C., en su recurso de reconsideración, en este extremo. 
 

16. Por otro lado, la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. refiere que, la empresa 
Frontera S.A.C., ha precisado que los trabajadores cuyos certificados se vieron 
cuestionados en el procedimiento administrativo sancionador, sí han laborado en 
ésta. 
 
Al respecto, resulta pertinente traer a colación lo descrito en los fundamentos 23 
al 25 de la Recurrida, en donde se indicó lo siguiente: 
 

“(…) 
 

23. Ahora bien, de la revisión de los documentos obrantes en el expediente administrativo, se 
tiene que mediante Carta S/N22 del 2 de enero de 2019, la empresa Proxus Security S.A.C., 
requirió a la empresa Seguridad La Frontera S.A.C., verificar la veracidad de la firma de los 
certificados de trabajo emitidos a favor de los señores Jairo Rubén Rodríguez Sánchez, 

 
22  Véase a folio 28 del expediente administrativo en formato PDF. 
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Norgen Dino Coronel Valenzuela, Domingo Vilca Reyes, y Frank Alexander Huamán Pérez. 
 

24. Al respecto, mediante Carta S/N23 del 3 de enero de 2019, el representante de la empresa 
Seguridad La Frontera S.A.C., informó lo siguiente: 

 
…) después de haber realizado la verificación, hemos constatado que dichos 

trabajadores si laboraron en nuestra empresa; sin embargo, la firma que aparece en 
los certificados de trabajo adjuntos a su solicitud no pertenece a mi persona en calidad 
de representante legal; por lo tanto la firma que aparece en esos documentos es falsa 
(…).” (sic.) [el resaltado y subrayado es agregado]. 

 
De lo expuesto, si bien se ha demostrado que la firma de los certificados de trabajo 
emitidos a favor de los señores Jairo Rubén Rodríguez Sánchez, Norgen Dino Coronel 
Valenzuela, Domingo Vilca Reyes, y Frank Alexander Huamán Pérez, es falsa; lo cierto es 
que, la empresa Seguridad La Frontera S.A.C., indicó que dichas personas sí laboraron 
para ella, acreditándose de esta manera, la experiencia plasmada en dichos documentos.  

 
25. De acuerdo a lo expuesto, debe considerarse que el supuesto de información inexacta 

comprende a aquellas manifestaciones o declaraciones proporcionadas por los 
administrados que contengan datos discordantes con la realidad y que, por ende, no se 
ajusten a la verdad. 

 
Sin embargo, en el presente caso, al tener la manifestación expresa por parte de la 
empresa Seguridad La Frontera S.A.C., respecto a la validez de la experiencia de los 
señores Jairo Rubén Rodríguez Sánchez, Norgen Dino Coronel Valenzuela, Domingo Vilca 
Reyes, y Frank Alexander Huamán Pérez contenida en los certificados de trabajo 
cuestionados, no corresponde imponer sanción a los integrantes del Consorcio, por la 
supuesta comisión de la infracción tipificada en el literal i) del numeral 50.1 del artículo 
50 de la Ley, ya que no se habría configurado el supuesto de hecho de dicha infracción, 
en este extremo. 

 
(…).” 
 

 
De lo expuesto, se tiene que la empresa La Frontera S.A.C., en su Carta S/N del 3 
de enero de 2019, a través de su gerente general, la señora Genoveva Jéssica 
Marquina Villanueva, manifestó que los beneficiarios de los certificados de trabajo 
cuestionados sí laboraron en su empresa; sin embargo, refirió que la firma 
contenida en dichos documentos es falsa, ya que ésta no le pertenece. 
 
Al respecto, es preciso indicar que lo alegado por la empresa GRUPO ELITES DEL 
NORTE S.A.C., no fue materia de imposición de sanción en el procedimiento 
administrativo sancionador, debido a que, solo se impuso sanción administrativa 
respecto a la falsedad de dichos certificados de trabajo y no a la inexactitud de los 
mismos; por lo que, no se está cuestionando si los beneficiarios de los certificados 

 
23  Véase a folio 29 del expediente administrativo en formato PDF. 
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de trabajo laboraron o no en la empresa La Frontera S.A.C. sino más bien, que la 
firma que obra en dichos documentos es falsa. 
 
En ese sentido, y al haber quedado acreditada la falsedad de los certificados de 
trabajo cuestionados, carece de asidero lo manifestado por la empresa GRUPO 
ELITES DEL NORTE S.A.C., en este extremo. 
 

17. Por otro lado, la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., como parte de los 
argumentos expuestos en su recurso de reconsideración señala que, en el año 
2019 se aperturó ante la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Trujillo, 
una investigación ante la supuesta comisión de los delitos de falsificación de 
documentos sobre la base de lo señalado por la empresa La Frontera S.A.C. en su 
denuncia, la misma que concluyó en no ha lugar a la formalización de investigación 
preparatoria  en su contra, ya que la referida empresa no acudió para ejecutar una 
pericia grafotécnica a los documentos cuestionados. 
 
Por lo que, en atención a ello, solicita que la empresa La Frontera S.A.C. se 
pronuncie sobre los hechos cuestionados derivados del procedimiento 
administrativo sancionador, y se realice una pericia grafotécnica a los documentos 
cuestionados. 
 

18. Sobre lo argumentado por la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., resulta 
pertinente señalar lo descrito en los fundamentos 12 al 17 de la Recurrida; en 
donde se indicó lo siguiente: 
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“(…) 
12. Conforme se ha señalado en el apartado precedente, el cuestionamiento a la veracidad 

de la firma de los documentos referidos fue realizado por la Entidad.  
 

Al respecto, se reproducen los documentos cuestionados, para mayor apreciación: 
 

Certificado de trabajo del 4 de septiembre de 2017 emitido a favor del señor Jairo 
Rubén Sánchez Rodríguez 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Certificado de trabajo del 4 de septiembre de 2017 emitido a favor del señor Coronel 

Valenzuela Norgen Dino 
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Certificado de trabajo del 4 de septiembre de 2017 emitido a favor del señor Vilca 

Reyes Domingo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Certificado de trabajo del 22 de junio de 2017 emitido a favor del señor Huamán Pérez 

Frank Alexander 
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13. Ahora bien, en el marco del procedimiento de fiscalización posterior, la Entidad, 
mediante Carta N° 08-2018-GR-LL-GGR/GRSS-OA-UTF ABAST24 del 28 de diciembre de 
2018, solicitó información a la empresa Seguridad La Frontera S.A.C. respecto a la firma 
de los documentos cuestionados (certificados de trabajos) presentados por el Consorcio, 
como parte de su oferta, en el marco del procedimiento de selección. 

 
14. Al respecto, mediante Carta N° 001-2019-GG/LA FRONTERA SAC25 del 10 de enero de 

2019, la señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva, Gerente General de la empresa 
La Frontera S.A.C., informó lo siguiente: 

 
“(…) de la revisión de dichos documentos remitidos, preciso que la FIRMA QUE 

APARECE EN TODOS LOS DOCUMENTOS NO PROVIENEN DE MI PUÑO Y 
LETRA, la cual se puede ver a simple vista (…).” (sic.) [el resaltado y subrayado 
es agregado]. 

 
15. Sobre el particular, debe recordarse que, conforme a reiterados y uniformes 

pronunciamientos emitidos por este Tribunal, para acreditar la falsedad o adulteración 
de un documento, constituye mérito suficiente la manifestación del supuesto órgano o 
agente emisor del documento en cuestión en el que declare no haberlo expedido, o 
haberlo expedido en condiciones distintas a las expresadas en los documentos objeto de 
análisis, o que la firma consignada en los documentos analizados no correspondan al 
supuesto suscriptor. 

 
16. En tal sentido, conforme se desprende de lo anterior, el supuesto suscriptor y emisor de 

los documentos cuestionados [señora Genoveva Jéssica Marquina Villanueva, Gerente 
General de la empresa La Frontera S.A.C.], ha informado mediante Carta N° 001-2019-
GG/LA FRONTERA SAC26 del 10 de enero de 2019, que la firma de dichos documentos 
no proviene de su puño y letra. 

 
17. Por lo expuesto, a juicio de este Colegiado se ha logrado acreditar el segundo elemento 

configurativo de infracción; esto es, que los documentos cuestionados se constituyen en 
falsos. En tal sentido, se concluye que los integrantes del Consorcio han incurrido en la 
infracción prevista en el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley. 

 
(…).” 

 
Como puede notarse, en la Recurrida se procedió a analizar si los Certificados de 
trabajo del 4 de septiembre de 2017, y del 22 de junio de 2017, ambos 
presentados por el Consorcio, como parte de su oferta, en el marco del 
procedimiento de selección, serían falsos. 
 
Al respecto, de los referidos fundamentos se desprende que, en atención al 
procedimiento de fiscalización posterior realizado por la Entidad, mediante Carta 
N° 001-2019-GG/LA FRONTERA SAC del 10 de enero de 2019, la empresa La 

 
24  Véase a folio 10 del expediente administrativo en formato PDF. 
25  Véase a folio 11 del expediente administrativo en formato PDF. 
26  Véase a folio 11 del expediente administrativo en formato PDF. 
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Frontera S.A.C., a través de su gerente general, señora Genoveva Jéssica Marquina 
Villanueva, informó que la firma que aparece en todos los certificados no 
provienen de su puño y letra; por lo que, en atención a dicha manifestación, se 
acreditó que los referidos documentos son falsos. 
 
Cabe resaltar que, para la configuración del tipo infractor referido a presentar 
documentación falsa a la Entidad, constituye mérito suficiente la manifestación 
del supuesto órgano o agente emisor del documento en cuestión en el que declare 
no haberlo expedido, o haberlo expedido en condiciones distintas a las 
expresadas en el documento objeto de análisis, o que la firma consignada en el 
documento analizado no corresponde al supuesto suscriptor. 
 
Razón por la cual, y conforme se ha señalado en los párrafos precedentes, la 
falsedad de los documentos cuestionados quedó acreditada, pues solo bastó la 
manifestación de la supuesta suscriptora de los mismos [señora Genoveva Jéssica 
Marquina Villanueva, gerenta general de la empresa La Frontera S.A.C.]; por lo 
que, de acuerdo a la reiterada jurisprudencia emitida por el Tribunal respecto de 
cuándo se configura la infracción referida a la presentación de documentación 
falsa, no resulta necesario proceder con la pericia grafotécnica solicitada por la 
empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. 
 
Asimismo, es preciso indicar que, la sanción que se le impuso en la Recurrida, fue 
en atención al análisis de la imputación de cargos efectuada en el procedimiento 
administrativo sancionador, por haber presentado documentación falsa a la 
Entidad en el marco del procedimiento de selección, siendo estos hechos 
totalmente distintos a los que en su momento fueron parte de la denuncia penal 
efectuada por la empresa La Frontera S.A.C. 
 
En ese sentido, estando a lo expuesto precedentemente, tampoco resulta 
atendible el pedido de pronunciamiento por parte de la empresa La Frontera 
S.A.C. sobre los hechos cuestionados; por lo tanto, carece de asidero lo 
manifestado por la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., en su recurso de 
reconsideración, en este extremo. 
 

19. Finalmente, la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., señala que, en el 
presente caso, existen indicios suficientes para la aplicación del principio de 
presunción de licitud, y considerar duda razonable a los hechos descritos en el 
procedimiento administrativo sancionador. 
 
Al respecto, tal como se ha señalado en los fundamentos precedentes, la falsedad 
de los documentos cuestionados [certificados de trabajo del 4 de septiembre de 
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2017, y del 22 de junio de 2017], ha quedado acreditada, puesto que se tiene la 
manifestación de la supuesta emisora y suscriptora de los mismos [empresa La 
Frontera S.A.C., representada por su gerente general, señora Genoveva Jéssica 
Marquina Villanueva], en donde señaló que la firma contenida en dichos 
documentos no es de su puño y letra, por lo que es falsa. 
 
En ese sentido, y al no tener duda alguna sobre los hechos materia de imputación 
del procedimiento administrativo sancionador, respecto a la infracción tipificada 
en el literal j) del numeral 50.1 de artículo 50 de la Ley, carece de asidero lo 
manifestado por la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., en su recurso de 
reconsideración, en este extremo. 
 

20. Por los fundamentos expuestos, toda vez que los aspectos alegados por los 
Impugnantes carecen de sustento suficiente para revertir el sentido de la 
Recurrida y, no habiéndose aportado medios probatorios en cuya virtud deba 
modificarse la decisión adoptada por este Colegiado, corresponde declarar 
infundado los recursos de reconsideración interpuestos por las empresas 
GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., y GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – 
VICMEL S.A.C., integrantes del CONSORCIO GEN SAC – VICMEL SAC, contra la 
Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 2022, la que se confirma en 
todos sus extremos.  
 
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la vocal ponente Violeta 

Lucero Ferreyra Coral, y la intervención de los vocales Cristian Joe Cabrera Gil y Annie 
Elizabeth Pérez Gutiérrez, atendiendo a la conformación de la Cuarta Sala del Tribunal 
de Contrataciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N° 056-2021- 
OSCE/PRE del 9 de abril de 2021, la Resolución N° D000090-2022- OSCE/PRE del 21 de 
mayo de 2022, y en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 59 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 082- 2019-EF, y los artículos 20 y 21 del Reglamento de 
Organización y Funciones del OSCE, aprobado por Decreto Supremo N° 076-2016-EF del 
7 de abril de 2016, analizados los antecedentes y luego de agotado el debate 
correspondiente, por mayoría; 
 
LA SALA RESUELVE:  

 
1. Declarar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 

GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. contra la Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 
de agosto de 2022, la cual se confirma en todos sus extremos. 
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2. Declarar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 
GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., contra la Resolución N° 
2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 2022, la cual se confirma en todos sus 
extremos. 
 

3. EJECUTAR las garantías presentadas por las empresas GRUPO ELITES DEL NORTE 
S.A.C., y GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. para la 
interposición de sus recursos de reconsideración. 
 

4. Disponer que la Secretaría del Tribunal registre las sanciones en el módulo 
informático correspondiente. 

 
5. Disponer que la presente Resolución sea puesta en conocimiento del Titular de la 

Entidad y de su Órgano de Control Institucional, conforme a lo señalado en el 
fundamento 10. 
 

6. Dar por agotada la vía administrativa. 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 
 
 
 

   
VOCAL  VOCAL 

 
ss. 
Ferreyra Coral. 
Pérez Gutiérrez.    
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VOTO EN DISCORDIA DEL VOCAL CRISTIAN JOE CABRERA GIL 
 

El vocal que suscribe el presente voto discrepa respetuosamente del planteamiento 
formulado en mayoría respecto del análisis de los argumentos del recurso de 
reconsideración de la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. 
referidos a la valoración del nuevo medio probatorio para la individualización de 
responsabilidades en el procedimiento administrativo sancionador; conforme a los 
siguientes fundamentos: 
 

Sobre los argumentos del recurso de reconsideración de la empresa GRUPO 
CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. 

 
1. Al respecto, corresponde traer a colación los argumentos de la empresa GRUPO 

CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., en donde solicita la 
individualización de responsabilidades sosteniendo que no aportó los documentos 
cuestionados en el marco del procedimiento de selección convocado por la 
Entidad 
 
En atención a ello, precisa que, antes de la presentación de ofertas en el 
procedimiento de selección, suscribió con la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE 
S.A.C., un contrato de consorcio con fecha cierta del 19 de diciembre de 2018, en 
donde se detalla que cada consorciado era responsable de la documentación 
aportada a la oferta a nombre propio, por lo que sí correspondería la 
individualización de responsabilidades. 
 

2. Sobre lo argumentado por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – 
VICMEL S.A.C., resulta pertinente señalar lo descrito en los fundamentos 34 al 39 
de la Recurrida, pues en estos apartados se desarrolló el extremo referido a la 
individualización de responsabilidades; en donde se indicó lo siguiente: 
 

“(…) 
Respecto a la individualización de la responsabilidad de los integrantes del Consorcio. 

 
34. Sobre el particular, conforme se ha mencionado, es necesario tener presente que el 

artículo 13 de la Ley, concordado con el artículo 220 del Reglamento, dispone que las 
infracciones cometidas por un consorcio durante el procedimiento de selección y la 
ejecución del contrato, se imputan a todos los integrantes del mismo, aplicándose a cada 
uno de ellos la sanción que le corresponda, salvo que, por la naturaleza de la infracción, 
la promesa formal o contrato de consorcio, o cualquier otro medio de prueba 
documental, de fecha y origen cierto, pueda individualizarse la responsabilidad. 
Asimismo, se precisa que la carga de la prueba de la individualización corresponde al 
presunto infractor. 

 
Bajo dicho tenor, se debe verificar si es posible individualizar la responsabilidad entre los 
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integrantes del Consorcio, debiendo precisarse que, conforme a la normativa, 
corresponde a los administrados acreditar que, en efecto, es pertinente aplicar la 
individualización de la responsabilidad.  

 
35. Sobre el particular, en relación a la posibilidad de individualizar la responsabilidad en 

virtud del criterio “naturaleza de la infracción”, se debe tener en cuenta que, de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 220 del Reglamento, la infracción por presentar 
documentos falsos ante la Entidad, no puede ser objeto de individualización empleando 
dicho criterio, pues tal posibilidad ha sido excluida por la referida norma. 

 
36. Ahora bien, obra en el expediente el Anexo N° 7 – Promesa de Consorcio, suscrito por los 

integrantes del Consorcio, en el cual se establecieron las siguientes obligaciones para 
cada consorciado: 

 
 
 

 
De la revisión de la promesa de consorcio precitada, no se aprecia que en ésta se haya 
consignado algún pacto específico y expreso que permita individualizar la 
responsabilidad por la infracción incurrida, referida al aporte de los documentos cuya 
falsedad ha quedado acreditada.  

 
Cabe señalar que, para la individualización de responsabilidades entre los integrantes del 
Consorcio, es necesario que la obligación o responsabilidad sea literal e indubitable, es 
decir, se deberá hacer mención expresa a que la obligación vinculada con la 
configuración del supuesto infractor, corresponde exclusivamente a uno o algunos de los 
integrantes del respectivo consorcio. 
 

 Así, es de precisar que la autoridad administrativa no puede suplir la falta de precisión 
de parte de los propios integrantes del consorcio, ni mucho menos presumir que una 
obligación, que no ha sido expresamente atribuida en exclusividad a alguno o algunos de 
sus integrantes, sólo sea responsabilidad de alguno de ellos. 

 
 Por ello, atendiendo a la literalidad de las obligaciones descritas en la “promesa de 

consorcio”, no se cuenta con suficientes elementos que conduzcan a determinar 
indubitablemente a la parte que aportó los documentos falsos. 

 
En consecuencia, de la evaluación efectuada, se verifica que no es posible la 
individualización de la responsabilidad de los integrantes del Consorcio, manteniéndose 
en consecuencia la responsabilidad solidaria asumida en el procedimiento de selección. 

 
37. Por su parte, debe tenerse en cuenta que, es posible individualizar la responsabilidad de 

los consorciados considerando documentos adicionales a la promesa formal de 
consorcio, tales como el “contrato de consorcio”; sin embargo, en el presente caso, la 
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Entidad no adjudicó la buena pro del procedimiento de selección al Consorcio; por lo que, 
no es posible utilizar el presente criterio. 

 
38. En cuanto a la posibilidad de individualizar la responsabilidad administrativa a partir de 

la información contenida en “cualquier otro medio de prueba documental de fecha y 
origen cierto”, no se advierte que alguno de los integrantes del Consorcio haya aportado 
prueba documental como la antes mencionada, y que sea, además, de fecha anterior a 
la de la comisión de la infracción, conforme a lo establecido en la norma de contratación 
pública. 

 
39. Por lo tanto, atendiendo a que, en el expediente administrativo no obra elemento 

probatorio alguno que permita realizar la individualización del infractor de conformidad 
con lo establecido en el artículo 220 del Reglamento, por la infracción de presentar 
documentación falsa a la Entidad, corresponde aplicar sanción administrativa a todos los 
integrantes del Consorcio por su comisión, previa evaluación de los criterios de 
graduación aplicables al caso. 
 

(…).” (sic.). 
 
Como puede notarse, en la Recurrida se procedió a evaluar la individualización de 
responsabilidades entre los integrantes del Consorcio, para lo cual se analizó la 
promesa de consorcio presentada como parte de la oferta de dicho consorcio en 
el marco del procedimiento de selección. 

 
Al respecto, de la lectura de dicha promesa no se evidenció que existiera algún 
pacto específico o expreso que permitiera individualizar las responsabilidades de 
los Impugnantes respecto a la infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 
del artículo 50 de la Ley; por lo que, se concluyó que ambos Impugnantes eran 
responsables de la comisión de la referida infracción. 

 
Cabe señalar que, dentro de los documentos del expediente administrativo 
sancionador no obraba ningún contrato de consorcio, debido a que la Entidad no 
adjudicó la buena pro al referido consorcio; por lo que, no se procedió a analizar 
dicho criterio de individualización de la infracción. 
 

3. Ahora bien, como parte de los fundamentos del recurso de reconsideración 
presentado por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL 
S.A.C., ésta manifiesta que, antes de la fecha de presentación de la oferta del 
Consorcio en el procedimiento de selección (20 de diciembre de 2018), suscribió 
con la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. un documento denominado 
“contrato de consorcio”, el cual tiene como fecha cierta el 19 de diciembre de 
2018, en donde se detallan las obligaciones de cada consorciado.  
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Para mejor apreciación se reproduce el referido documento denominado: 
contrato de consorcio: 

 
 



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 38 de 46 
 
 

 
 



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 39 de 46 
 
 

 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 40 de 46 
 
 

 

 

 



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 41 de 46 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 42 de 46 
 
 

 



             

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3129-2022-TCE-S4 
  

Página 43 de 46 
 
 

4. En atención a ello, en opinión del suscrito, es preciso indicar que el medio 
probatorio presentado por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – 
VICMEL S.A.C., no debe ser considerado como un “contrato de consorcio”, por más 
que la literalidad del mismo le de esa denominación, ya que para que dicho 
documento tuviera esa calidad, éste debió haber sido suscrito una vez que el 
Consorcio obtuviera la buena pro del procedimiento de selección, situación que, 
en el presente caso, no ocurrió. Sin perjuicio de ello, también debe valorarse el 
hecho que la Entidad no haya confirmado que ese documento fue adjuntado ante 
su representada, menos durante el perfeccionamiento contractual (que es la 
etapa en la cual se presenta este tipo de documentos). 
 
Asimismo, es importante señalar, que dicho medio probatorio, en opinión del 
suscrito, debe considerarse como un documento de fecha y origen cierto, ya que 
fue suscrito y legalizado por notario el 19 de diciembre de 2018, fecha anterior a 
la presentación de ofertas del procedimiento de selección y de la comisión de las 
infracciones imputadas en el procedimiento administrativo sancionador. Aunado 
a ello, debe reiterarse que la Entidad, en ningún momento confirmó la 
presentación del mismo en el marco del procedimiento de selección. 
 
En ese sentido, considerando que del análisis efectuado al referido medio 
probatorio, se ha llegado a la conclusión que éste no constituye un contrato de 
consorcio sino un documento de fecha y origen cierto; por lo que, corresponde 
precisar que, no son aplicables para este tipo de documentos, las disposiciones 
referidas a la participación de proveedores en Consorcio, contempladas en la Ley, 
Reglamento y en la Directiva N° 002-2016-OSCE/CD “PARTICIPACIÓN DE 
PROVEEDORES EN CONSORCIO EN LAS CONTRATACIONES DEL ESTADO”. 
 

5. Ahora bien, considerando que dicho medio probatorio, es un documento de fecha 
y origen cierto; corresponde traer a colación lo señalado en el literal d) del 
numeral 220.2 del Reglamento, en donde se detalla lo siguiente: 
 

“(…) 
  
220.2. A efectos de la individualización de responsabilidad y conforme a lo 
establecido en el artículo 13 de la Ley, deberán considerarse los siguientes criterios: 
 
(…) 
 
d) Otros medios de prueba documental de fecha y origen cierto. 
 
Se entiende como otro medio de prueba documental de fecha y origen cierto al 
documento otorgado por una entidad pública en el ejercicio de sus funciones, a la 
escritura pública y demás documentos otorgados ante o por notario público, según 
la Ley de la materia. 
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Para la aplicación de este criterio la fecha cierta consignada en el documento debe 
ser anterior a la fecha de comisión de la infracción.” (sic.) [lo resaltado y 
subrayado es agregado]. 

 
Nótese que de la revisión del medio probatorio presentado por la empresa GRUPO 
CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., se evidencia que dicho documento 
cumple con lo dispuesto en dicha disposición normativa, ya que fue emitido ante 
notario público y con fecha anterior a la comisión de la infracción imputada en el 
procedimiento administrativo sancionador; por lo tanto, dicho medio probatorio 
debe ser considerado como un documento de fecha y origen cierto a efectos de 
ser valorado como criterio para proceder con la individualización de 
responsabilidades. 

 
6. Al respecto, de la revisión del contenido del documento de fecha y origen cierto, 

se evidencia que éste contiene una precisión más detallada de las obligaciones de 
los consorciados a diferencia de la Promesa Formal de Consorcio del 20 de 
diciembre de 2018, la cual fue presentada como parte de la oferta del Consorcio, 
en el marco del procedimiento de selección. 
 
En el documento de fecha y origen cierto, se indica textualmente las obligaciones 
de la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., las cuales son las siguientes: 
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7. De acuerdo a la gráfica, se advierte que dentro de las obligaciones de la empresa 
GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., se evidencia que era la encargada de aportar los 
certificados y constancias de trabajo de todo el personal clave en la oferta del 
Consorcio, cuya falsedad quedó acreditada en el procedimiento administrativo 
sancionador. 
 
En tal medida, atendiendo a la literalidad del documento de fecha y origen cierto, 
se evidencia que existen obligaciones específicas que conducen a determinar 
indubitablemente que la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., aportó los 
documentos considerados como falsos en el procedimiento administrativo 
sancionador. 
 
En ese sentido, corresponde amparar los argumentos expuestos en el recurso de 
reconsideración de la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL 
S.A.C. y admitir la nueva prueba presentada para aplicar la individualización de 
responsabilidades. 

 
8. Por tal motivo, en atención a las consideraciones expuestas, y habiéndose 

advertido elementos que permitan individualizar la responsabilidad por la 
presentación de la documentación falsa en el marco del procedimiento de 
selección, se concluye que sólo corresponde atribuir responsabilidad 
administrativa a la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., por haber incurrido 
en la causal de infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 
de la Ley. 

 
9. Por lo tanto, teniendo en cuenta los fundamentos anteriores, corresponde 

declarar FUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 
GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C., en contra de la Recurrida 
y reformándola, se declara no ha lugar a la imposición de sanción en su contra, por 
su responsabilidad en la presentación de documentación falsa a la Entidad, en el 
marco del procedimiento de selección, conforme a los fundamentos expuestos. 

 
10. Finalmente, considerando que el presente voto en discordia es únicamente 

respecto del análisis efectuado al recurso de reconsideración interpuesto por la 
empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C.; el suscrito 
expresa su conformidad con lo dispuesto respecto del recurso de reconsideración 
interpuesto por la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C., en el sentido que 
sus argumentos carecen de sustento suficiente para revertir el sentido de la 
Recurrida y, no habiéndose aportado medios probatorios en cuya virtud deba 
modificarse la decisión adoptada por el Colegiado, corresponde declarar 
infundado el mismo.  
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CONCLUSIONES: 
 

Por los fundamentos expuestos, el Vocal que suscribe opina que corresponde: 
 

1. Declarar FUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 
GRUPO CORPORATIVO VICMEL S.A.C. – VICMEL S.A.C. (con R.U.C.                                             
N° 20600443063) contra la Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 
2022, en el extremo en que le impuso sanción administrativa de treinta y ocho (38) 
meses de inhabilitación temporal, en sus derechos de participar en 
procedimientos de selección, procedimientos para implementar o mantener 
Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado, al haber 
presentado documentación falsa a la Entidad, en el marco del procedimiento de 
selección; y reformándola, se declara NO HA LUGAR a la imposición de sanción en 
su contra, por su responsabilidad al haber presentado documentación falsa al 
GOBIERNO REGIONAL DE LA LIBERTAD – DIRECCIÓN REGIONAL DE SALUD LA 
LIBERTAD, declarándose subsistentes los demás extremos de la Resolución                           
N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 2022, conforme a los fundamentos 
expuestos.   
 

2. Declarar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 
GRUPO ELITES DEL NORTE S.A.C. (con R.U.C. N° 20559626938) contra la 
Resolución N° 2606-2022-TCE-S4 del 19 de agosto de 2022, la cual se confirma en 
todos sus extremos. 
 

3. DEVOLVER la garantía presentada por la empresa GRUPO CORPORATIVO VICMEL 
S.A.C. – VICMEL S.A.C., para la interposición de su recurso de reconsideración.   

 
4. EJECUTAR la garantía presentada por la empresa GRUPO ELITES DEL NORTE 

S.A.C., para la interposición de sus recursos de reconsideración. 
 

5. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Secretaría del Tribunal para 
que registre la sanción en el módulo informático correspondiente. 
 

6. Dar por agotada la vía administrativa. 
 

 
 

 PRESIDENTE  
   

ss. 
Cabrera Gil 
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